
CHILE ANTE LA CRISIS HUMANITARIA Y 
LOS DESPLAZAMIENTOS FORZADOS: 

Propuestas para abordar la situación de personas en 
búsqueda de protección internacional

Organizaciones principales

Trabajando en Conjunto con



Comité de Gobernanza: 
Pablo Roessler Vergara (Área de Estudios SJM), Daisy Margarit Segura (Instituto de Estudios 
Avanzados de la U. de Santiago de Chile), Marcela Tapia Ladino (Instituto de Estudios                  
Internacionales de la U. Arturo Prat), Nicolás Rojas Pedemonte (Centro Fernando Vives SJ de 
la U. Alberto Hurtado de Chile).

Investigadores principales:
Juan Pablo González Quezada, Pablo Roessler Vergara.
Equipo de investigación: Isis Carrera Ávila, Antonio Morales Manzo, Astrid Liden, Constanza 
Lobos, Pablo Tabilo e Imara Álvarez.

Comentaron el informe: 
Francisca Vargas y Constanza Nazar (Clínica de Migrantes y Refugiados Universidad Diego 
Portales), Patricia Rojas y Romer Rubio (Asociación Venezolana en Chile, ASOVEN), Ignacio 
Eissmann y Nicolle Chávez (Servicio Jesuita a Migrantes). También se integraron revisiones 
y sugerencias de la Oficina Nacional en Chile del Alto Comisionado de las Naciones Unidas 
para los Refugiados (ACNUR).

Para referenciar en APA:
Observatorio de Migraciones y Movilidad Humana (2022). Chile ante la crisis humanitaria y 
los desplazamientos forzados: Propuestas para abordar la situación de personas en             
búsqueda de protección internacional (1). Santiago, Chile. Recuperado de                                        
https://www.observatoriomigraciones.cl/publicaciones/

https://www.observatoriomigraciones.cl

contacto@observatoriomigraciones.cl  1



CHILE ANTE LA CRISIS HUMANITARIA Y LOS DESPLAZAMIENTOS 
FORZADOS: 

Propuestas para abordar la situación de personas en búsqueda de                  
protección internacional

RESUMEN 

Los desplazamientos forzados en el mundo y Latinoamérica se encuentran en constante 

aumento y Chile no ha estado exento de esta situación. En este marco, el presente                 

documento, que es el primero en una serie de tres números, busca responder a la pregunta: 

¿Qué puede hacer el Estado de Chile para abordar el flujo de personas que arriban en 
búsqueda de protección internacional? El procedimiento de análisis se realizó por medio 

de una síntesis de estudios y experiencias previas del Servicio Jesuita a Migrantes (SJM) de 

Chile, dialogado con un análisis comparado con normativas de otros países de Sudamérica.

Dentro de los principales resultados el artículo expone que, si bien el orden jurídico interno 

de Chile contempla en el papel una serie de principios, reglas y garantías para asegurar el 

correcto cumplimiento de compromisos internacionales en materia de asilo, refugio y         

protección a personas desplazadas forzadamente, en la práctica se detectan serias                

deficiencias en la implementación efectiva de dicho marco normativo. Ello ha posibilitado 

obstrucciones fuera de la Ley en el acceso al procedimiento de refugio, como también 

expulsiones masivas que lesionan principios presentes en las definiciones internacionales 

sobre protección a personas desplazadas forzadamente.

Por lo tanto, se generan así propuestas que involucran elementos de participación                  

ciudadana, intersectorialidad y de coordinación internacional a nivel latinoamericano para 

abordar los desplazamientos forzados que devienen de conflictos y crisis sociales,                 

económicas y medioambientales que cada día están más presentes.
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CHILE IN THE FACE OF A HUMANITARIAN CRISIS AND FORCED     
DISPLACEMENT: 

Addressing the situation of people seeking international protection

ABSTRACT

Forced displacement in the world and Latin America is constantly increasing, and Chile has 

not been exempt from this situation. In this framework, this paper, the first in a series of 

three issues, seeks to answer the question: What can the Chilean state do to address the 
flow of people who arrive in search of international protection? This work was carried 

out through an analysis of previous studies and experiences of the Servicio Jesuita a 

Migrantes (SJM) (Jesuit Migration Service) of Chile, in dialogue with a comparative analysis 

of the regulations of other South American countries.

Among the main results, this article finds that although the internal legal order of Chile, on 

paper, contemplates a series of principles, rules, and guarantees to ensure the fulfillment 

of international commitments in matters of asylum, refuge and protection of forcibly 

displaced persons, in practice, serious deficiencies are detected in the effective                          

implementation of said regulatory framework. This has created the possibility for                  

obstructions outside the law in access to the refugee process, as well as mass deportations 

that violate principles present in international definitions on the protection of forcibly 

displaced persons.

Therefore, the proposals presented in this policy paper involve elements of citizen                  

participation, intersectorality, and international coordination at the Latin American level to 

address forced displacement, which results from conflicts and social, economic, and              

environmental crises that are more present every day.



I.- INTRODUCCIÓN Y MARCO CONCEPTUAL
                  
Los desplazamientos forzados en el mundo han ido en aumento año a año, tanto por       

conflictos sociales, económicos y/o políticos que afectan directamente a las personas o a su 

entorno (ACNUR, 2022a), como también por efectos del cambio climático y desastres                

naturales (Llain y Hawkins, 2020; OIM; 2020). De este modo, a finales de 2021, según cifras 

de la Agencia de la ONU para los Refugiados (ACNUR), existían aproximadamente 100            

millones de desplazados por la fuerza en el mundo, donde el 83% fueron acogidos en países 

de renta media o baja (ACNUR, 2022b). Para quienes habitan las diferentes regiones de 

Chile, es difícil ver este fenómeno con distancia: a muchos les tocó dejar el país luego del 

golpe militar de 1973 producto de la represión y crisis económica de los ochenta, y hoy les 

toca ver -con una mayor estabilidad política y económica que en el promedio de                         

Latinoamérica- cómo personas de la región, sobre todo provenientes de Haití y Venezuela, 

llegan al país en condiciones precarias y cruzando rutas peligrosas, debido a situaciones 

insostenibles en el contexto social, económico y político en que se encontraban. Es así como 

el presente artículo busca generar propuestas dirigidas al Estado de Chile, para abordar 
el flujo de personas que arriban al país en búsqueda de protección internacional 
debido a  desplazamientos forzados.

Para comenzar, entenderemos protección internacional como: aquella que ofrece un 

Estado a una persona extranjera debido a que sus derechos humanos se ven amenazados 
o vulnerados en su país de nacionalidad o de residencia habitual, y en el cual no pudo            

obtener la protección debida por no ser accesible, disponible y/o efectiva (Corte IDH, 2014, 

p. 14)

Esto conlleva un conjunto de disposiciones y mecanismos jurídicos cuya misión es                    

garantizar la admisión, el asilo y el respeto de los derechos humanos básicos de personas 

que se encuentran en situación de movilidad internacional involuntaria por causa de           

persecución, siendo necesaria una protección que sólo termina con el logro de una solución 

duradera de las causas del desplazamiento. (ACNUR, 1994) 
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que se encuentran en situación de movilidad internacional involuntaria por causa de           

persecución, siendo necesaria una protección que sólo termina con el logro de una solución 

duradera de las causas del desplazamiento. (ACNUR, 1994) 

Desde esta definición inicial, se han hecho avances progresivos en los marcos normativos 

nacionales e internacionales. Así, en Latinoamérica se produjo un desarrollo importante de 

los mecanismos jurídicos de protección internacional, dado que los Estados debieron dar 

una respuesta a un contexto diferente al Europeo (Arlettaz, 2016), lo que ha abierto                

diversas vías para la protección internacional. En el Plan de Acción de Brasil (2014) se              

establece que en América Latina y el Caribe la movilidad humana internacional involuntaria 

se caracteriza por ser cada vez más compleja y por responder a una pluralidad de causas: el 

aumento de los solicitantes de asilo y refugio, víctimas de redes de trata y tráfico ilícito de 

migrantes, mujeres víctimas de violencia, personas de la comunidad LGBTI, adultos              

mayores, indígenas, afrodescendientes, niños, niñas y jóvenes no acompañados o                    

separados y desplazados climáticos. Debido a esto, la situación exige generar nuevos            

mecanismos, así como también profundizar los ya existentes.

Así mismo, el reciente éxodo venezolano se ha constituido como uno de los principales 

desafíos en términos de protección internacional, alcanzando aproximadamente 4,6             

millones personas migrantes y/o refugiadas de dicho país (ACNUR, 2022b, p. 3). Esto             

también ha hecho que países latinoamericanos pasen a estar entre los principales                   

receptores de personas en búsqueda de asilo y refugio, como es el caso de Colombia, Perú, 

Ecuador y Chile (ACNUR, 2022, p. 21).

Estos nuevos conflictos, como también la presencia creciente de crisis medioambientales y 

desastres naturales, han complejizado las definiciones de refugiado/a (Posada, 2009). En 

efecto, el artículo 1 de la Convención de Ginebra de 1951 considera refugiado a toda aquella 

persona que por “fundados temores de ser perseguida por motivos de raza, religión,              

nacionalidad, pertenencia a un determinado grupo social u opiniones políticas, se                   

encuentre fuera del país de su nacionalidad” y no pueda o no quiera acogerse a la protec-

ción de tal país. En la esfera regional latinoamericana, la definición de la Convención recién 

aludida fue ampliada a través de la Declaración de Cartagena en 1984, en la que se incluyó 
a personas que han huido de sus países porque su vida, seguridad o libertad han sido         

amenazadas por la violencia generalizada, agresión extranjera, conflictos internos, la            

violación masiva de los derechos humanos u otras circunstancias que hayan perturbado 

gravemente el orden público de su entorno. De esta manera, esto no solamente significa 

amenazas dirigidas directamente hacia la persona, sino también aquellas presentes en su 

contexto social, definiciones que se encuentran integradas en la legislación chilena a través 

de la Ley N° 20.430 y también permean la Ley N° 21.325, al integrar el mecanismo de            

protección complementaria.
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II.- METODOLOGÍA

El presente artículo se elaboró teniendo como base los diagnósticos realizados desde el    

Servicio Jesuita a Migrantes de Chile en los últimos años (SJM, 2020a, 2022), en sus trabajos 

de estudios, intervención y vinculación con organizaciones relevantes en la temática de 

protección internacional, como el caso de ACNUR.   

Estos ejes se abordan con propuestas que buscan responder a la siguiente pregunta              

general: ¿Qué puede hacer el Estado de Chile para abordar el flujo de personas que arriban 

en búsqueda de protección internacional? Esta pregunta plantea otras interrogantes           

subyacentes:  

- ¿Qué rol debería tener la institucionalidad, tomando en cuenta la nueva Ley de                 

Migración y Extranjería en Chile?

- ¿Qué rol debería desempeñar el Estado de Chile para promover la coordinación                  

internacional?

- ¿De qué manera debe prepararse el Estado de Chile para los desplazamientos                       

internacionales e internos producto de la crisis medioambiental?

- ¿Cómo se puede articular la sociedad civil y el Estado para potenciar las políticas               

públicas de protección internacional?

La inclusión de los desplazamientos forzados ya ha tenido efectos en instrumentos                  

internacionales. En este sentido, en los Principios Rectores sobre Desplazamiento Interno 
se integran derechos para la protección de personas en contextos de desplazamiento          

forzado, lo que incluye asistencia durante el desplazamiento, el retorno, el reasentamiento 

y la reintegración (Massimino, 2016). Otra aplicación importante de la Declaración de           

Cartagena ha sido su materialización del Plan de Acción de Brasil, que insta a los Estados 

parte a implementar medidas para proteger a personas desplazadas a raíz de desastres 

medioambientales, incluyendo acuerdos tripartitos entre el país de origen, el de asilo y 

ACNUR, para brindar políticas de hospitalidad y no discriminación, naturalización de            

personas refugiadas y apátridas, entre otros mecanismos. 

Con el fin de generar recomendaciones para el abordaje de dichos desplazamientos               

forzados que han arribado a Chile, se procederá primero a exponer la metodología utilizada 

en este artículo, para luego exponer el análisis comparado y con la exposición de las             

propuestas.
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públicas de protección internacional?

Con el fin de construir propuestas que nos permitan abordar estas problemáticas, se       

construyó una metodología que contiene dos fuentes: por un lado, se profundizan                 

consideraciones que por un largo tiempo ha trabajado el Área de Incidencia y Estudios del 

SJM (dialogado con otras organizaciones) y, por otro lado, se considera un análisis                

comparado con normativas de otros países de Sudamérica cuya legislación y contexto nos 

permiten establecer paralelos y contrapuntos con la legislación chilena.

Para la señalada comparación se eligió en primer lugar Colombia y Perú, dado que               

comparten con Chile uno de los principales corredores de flujo de movilidad humana           

venezolano (país que ha vivido un éxodo sin precedentes en los últimos años). De acuerdo 

con la información de la plataforma R4V (2022), Colombia ha acogido 1.742.927 de                   

nacionales venezolanos, y Perú a 1.049.970, consolidándose como los dos países de más 

alta recepción de personas venezolanas en el exterior. 

Por otro lado, se escogió a otros dos países con características diferentes como son               

Argentina y Uruguay. Argentina ha tenido la población más alta de refugiados desde el 2010 

al 2019, con un porcentaje de reconocimiento que ha alcanzado un 55% durante el año 2021 
(CONARE, 2022). Así también se tomó como referencia a Uruguay, ya que este país ha             

firmado todos los instrumentos universales y regionales vinculados a protección                       

internacional, por lo que nos ofrece un importante punto de comparación con Chile, que es 

uno de los países que menos instrumentos internacionales ha firmado en la región.                

Argentina y Uruguay, por lo tanto, brindan un contraste interesante respecto del caso          

chileno, en lo referente al tratamiento de los flujos de población en búsqueda de refugio o 

que se desplaza por razones forzosas.

A estos países se les suman también aspectos específicos de otros dos. Por un lado, Costa 

Rica, cuya experiencia nos permitió examinar el uso de los tribunales administrativos 

migratorios, debido a que estos no existen en Chile, y un análisis del programa de                      

reasentamiento tripartito de Canadá, el cual nos permitió complementar algunos                 

principios que emanan de la ley de migración argentina sobre orientación ciudadana hacia 

inmigrantes.
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III.- EL SISTEMA INTERNACIONAL DE PROTECCIÓN

Un primer paso para comprender cómo Chile se sitúa ante las movilidades humanas             

forzadas, es analizar su participación en instrumentos internacionales que tratan de forma 

explícita sobre mecanismos de protección internacional. Esto se debe a que los                      

compromisos internacionales son el punto de partida para construir estándares regionales 

a través de los cuales los Estados estructuran sus políticas internas en materia de                   

protección internacional. Este factor es de vital importancia, ya que muchos de estos            

instrumentos internacionales son complementos a la legislación nacional que integran 

nuevas garantías y mecanismos de seguimiento para la protección de migrantes y                    

refugiados. 

De 17 instrumentos universales asociados a la temática, Argentina, Perú y Uruguay han 

firmado todos, mientras Colombia no ha suscrito 2, y Chile se ha restado hasta el momento 

de 1 (el Pacto Mundial para la Migración Segura, Ordenada y Regular en 2018). Por otro lado, 

de los 12 instrumentos regionales analizados, Uruguay es el único que ha firmado todos, 

mientras que Perú y Argentina no han firmado 3 de ellos, Colombia no ha participado en 4, 

y Chile no lo ha realizado en 5. Estos 5 instrumentos son: la Convención Interamericana 

contra toda forma de Discriminación e Intolerancia de 2013; la Convención Interamericana 

contra el Racismo, la Discriminación Racial y Formas Conexas de 2017 (donde estas dos 

primeras solamente las firmó Uruguay en los países examinados); la Convención sobre 

Asilo Territorial de 1954 (que tampoco firmó Argentina ni Perú); la Convención sobre Asilo               

Diplomático (tampoco firmada por Colombia) y la Convención Interamericana sobre el        

Tráfico Internacional de Menores de 1994, siendo Chile el único país examinado que no 

firmó esta última.

En síntesis; de 29 instrumentos universales y regionales, Chile ha participado en 23, al igual 

que Colombia; Perú y Argentina que han firmado 26 y Uruguay suscribió los 29 (Ver Tabla 1, 

disponible en Anexos).
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Ahora, en relación con las normativas internas de los seis países seleccionados para el      

análisis, Perú, Costa Rica y Colombia han consagrado el derecho de búsqueda de asilo en 

sus constituciones vigentes. Sin embargo, en todos los países latinoamericanos                          

seleccionados, opera una definición en la legislación nacional de refugio que considera una 

visión extensiva, al incluir a las personas que han huido de sus países por amenazas               

generalizadas o circunstancias que hayan perturbado gravemente el orden público, en 

línea con la Declaración de Cartagena sobre Refugiados de 1984. Además, para poder           

cautelar que las personas tengan un acceso efectivo a buscar asilo, es que también se han 

establecido garantías de acceso al procedimiento, de las cuales consideramos que hay 

cuatro que se observan de vital importancia para lograr accesibilidad al procedimiento de 

refugio y de protección internacional:

• La naturaleza declarativa de la determinación de la condición de refugiado.

• No penalización por ingreso irregular a personas desplazadas forzadamente.

• Principio de no devolución.

• Principio de no rechazo en frontera.

A su vez, los países han ido generando visiones más extensivas para abordar las situaciones 

de personas desplazadas y que son sujetos de protección internacional, emergiendo            

mecanismos como protecciones complementarias y visas humanitarias. 

De acuerdo a la Corte Interamericana de Derechos Humanos (2014), las protecciones         

complementarias son aquellas que la entidad autorizada en el país de acogida otorga al 

extranjero que no tiene regularidad migratoria y que no califica como refugiado bajo la       

definición tradicional o la ampliada, consistente, principalmente, en no devolverlo al            

territorio de otro país en donde su vida, libertad, seguridad o integridad se verían                  

amenazadas. (p. 91)

 Actualmente, de los países seleccionados, solamente Chile ha hecho referencia a este tipo 

de protección de forma explícita en su actual Ley de Migración y Extranjería. En la Tabla 2 

(disponible en el Anexo), se exponen menciones explícitas de garantías, como también de 

categorías de visados para personas en situación de vulnerabilidad y que se desplazan por 

razones de índole humanitarias.
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IV.- BREVE REPASO DE LA IMPLEMENTACIÓN DEL MARCO              
NORMATIVO DE REFUGIO, ASILO Y PROTECCIÓN DE PERSONAS 
DESPLAZADAS EN CHILE

Para abordar el marco normativo que determina los mecanismos de protección                         

internacional en Chile, debemos considerar la Ley N° 20.430 que establece disposiciones 

sobre protección de refugiados, así como también la ley 21.325 de Migración y Extranjería, 

las cuales contienen mecanismos específicos para brindar protección en los casos definidos 

en ellas. 

La Ley de Refugio chilena está en concordancia con las definiciones contenidas en la            

Convención sobre el Estatuto de Refugiados y en la Declaración de Cartagena, pues                  

reconoce tanto la persecución y las amenazas individuales, como las del entorno en que se 

encuentra la persona. También considera el principio de no devolución, con el cual no           

procede la expulsión o medida que devuelva a la persona donde su vida corre peligro,            

incluyendo la prohibición de ingreso en frontera de un solicitante de refugio, incorporando 

con ello la no sanción por ingreso clandestino y principios de confidencialidad de la                

persona. 

Abordando el principio de no devolución en mayor profundidad, es importante considerar 

que este es un principio general del derecho, por lo que siempre es válido con                               

independencia de si existe una norma que lo consagre de forma explícita, y siempre es un 

principio para evaluar la permanencia o expulsión de una persona extranjera. Este               

principio ha sido desarrollado en la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados de 1951 

y hace explícito este principio en su artículo 33. En términos más generales, la Convención 

sobre la Tortura prohíbe a los Estados expulsar, extraditar o devolver a personas                      

extranjeras cuando existan "razones fundadas para creer que aquella(s) estaría(n) en             

peligro de ser sometida(s) a tortura" (artículo 3.1); para determinar si hay razones                   

fundadas, esta Convención mandata a la autoridad respectiva a considerar todas las 

circunstancias pertinentes, incluyendo "la existencia en el Estado de que se trate de un 

cuadro persistente de violaciones manifiestas, patentes o masivas de los derechos                 

humanos" (artículo 3.2). En el mismo sentido se pronuncia la Convención Internacional para 

la Protección de Todas las Personas Contra las Desapariciones Forzadas, en su artículo 16. 
Estas reglas que permiten dirimir cuándo existen razones fundadas para creer que la            

persona estaría en una situación de peligro, se encuentran también incorporadas en la 

legislación chilena a través del artículo 4 de la Ley 20.430.
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Corresponde también destacar que el artículo 5 de la Ley 20.430 contempla casos en los 

cuales el principio de no devolución no tiene aplicación (procediendo, por ende, la                    

expulsión), pero solamente refiere al “orden público” o “seguridad nacional” como criterios, 

los que no poseen una definición jurídica exacta. Sin embargo, sí garantiza que debe contar 

con la oportunidad de presentar pruebas exculpatorias por vía administrativa o judicial, en 

concordancia con lo dispuesto en el artículo 33.2 de la Convención de 1951 sobre el Estatuto 

de Refugiados. En otras palabras, el principio de no devolución tiene un vasto ámbito de 

aplicación, admitiendo excepciones calificadas a partir de criterios contenidos, tanto en la 

legislación nacional, como en instrumentos internacionales firmados y ratificados por los 

Estados estudiados en este informe (incluyendo a Chile).

La actual Ley de Migración y Extranjería (N° 21.325), con avances y continuidades en                   

relación con la normativa migratoria anterior (Decreto Ley 1.094), complementa en ciertos 

puntos a la Ley N° 20.430 en materia de protección internacional. Así, incorpora vías para el 

ingreso y permanencia en casos particulares asociados muchas veces a la vulnerabilidad y 

necesidad de protección de la persona en situación de movilidad humana. En dicha línea se 

establece el ingreso condicionado por razones humanitarias en frontera, las nociones de 

asilo político (diplomático y territorial), la figura de protección complementaria y cinco         

visados humanitarios que se abordarán más adelante.

En el título V, la Ley 21.325 establece dos categorías de asilo: el Asilo Territorial, el cual debe 

solicitarse en una oficina del Servicio Nacional de Migraciones, correspondiendo al Director 

Nacional de dicho Servicio resolver tal solicitud, y el Asilo Diplomático, que se debe solicitar 

ante una misión diplomática chilena en el extranjero y su otorgamiento es determinado por 

el Ministerio de RREE.

Se podrá conceder residencia con asilo político a los extranjeros que, en resguardo de su                 
seguridad personal y en razón de las circunstancias políticas predominantes en el país de su   
residencia, se vean forzados a recurrir ante alguna misión diplomática chilena o ingresen al                  
territorio nacional solicitando asilo, aún en condición migratoria irregular.

Art. 94 de la Ley N° 21.325 de Migración y Extranjería. 
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Además, crea categorías migratorias que pueden ser solicitadas en casos particulares      

asociados con situaciones de vulneración y necesidad de protección de la persona en            

situación de movilidad humana, definidas en el decreto N° 177, donde se encuentran las 

cinco visas humanitarias, en las que se habilita al Servicio Nacional de Migraciones a               

entregar permisos de residencia que regulen la permanencia de: a) víctimas de trata de      

personas; b) víctimas de violencia intrafamiliar o de género; c) víctimas de tráfico ilícito de 

migrantes; d) mujeres embarazadas; y e) para niños, niñas y adolescentes (NNA).

Por otra parte, en su artículo 29, la Ley 21.325 contempla la figura del ingreso condicionado, 

señalando que, a raíz de causas de índole humanitarias, la policía podrá autorizar la            

entrada de extranjeros que no cumplan requisitos establecidos en la ley y su reglamento. 

La subsecretaría de Interior, mediante resolución, será quien podrá dictar instrucciones 

generales sobre las causas que se calificarán de índole humanitaria. Desde febrero (cuando 

entró en vigor la Ley 21.325) al 31 de julio 2022, según datos solicitados a la Policía de            

Investigaciones, 26 personas habían ingresado al país bajo esta figura, de acuerdo con 

datos obtenidos a través de la Ley de Transparencia, no estando todavía claro de qué 

manera operará y cuáles serán los criterios específicos para llevar a cabo este punto.

Otro punto en que la Ley 21.325 dialoga con la Ley de Refugio 20.430, es en la Protección 

Complementaria, la que puede brindarse a extranjeros solicitantes de refugio que no les 

fuese reconocida tal calidad, siempre que cumplan con los requisitos expuestos en el            

artículo 10, inciso tercero de la Ley 21.325, tales como no haber sido condenado por crimen 

o simple delito en Chile o en el extranjero. Este permiso también impide la expulsión o 

devolución a un país donde la persona corra peligro por las razones expuestas en el inciso 

segundo del mismo artículo.

Además de los mecanismos específicos de protección internacional, la Corte                              

Interamericana de Derechos Humanos ha determinado una serie de estándares que se 

deben cumplir en la determinación de las circunstancias que ponen en peligro la vida o 

libertad de la persona extranjera: se deben considerar las garantías del debido proceso al 

evaluar las circunstancias aducidas por la persona que revelen que pueda sufrir un                

menoscabo en su vida o libertad en caso de ser devuelta al país anterior de residencia o a 

un tercer país. Si su narrativa resulta creíble, convincente o coherente en orden a que 

puede haber una probable situación de riesgo para ella, debe regir el principio de no           

devolución (Corte IDH, 2014).
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puede haber una probable situación de riesgo para ella, debe regir el principio de no           

devolución (Corte IDH, 2014).

Los antecedentes suministrados hasta ahora permiten afirmar que el orden jurídico               

chileno ya contempla una serie de principios, reglas y garantías orientados a asegurar el 

correcto cumplimiento de sus compromisos internacionales en materia de derecho               

internacional de refugiados. 

No obstante lo anterior, corresponde señalar que se detectan serias deficiencias respecto a 

la implementación de dicho marco normativo a nivel institucional. De hecho, se ha                   

detectado una serie de prácticas que dificultan el acceso o, derechamente, contravienen lo 

dispuesto en la ley, tales como: la exigencia del trámite de autodenuncia para el ingreso al 

procedimiento de reconocimiento de asilo, contraviniendo la Ley 20.430; demoras                   

improcedentes en la gestión; y la incapacidad de los/as solicitantes de comparecer con un 

abogado/a ni ser representados durante el procedimiento (Vargas y Canessa, 2021; SJM, 

2022). Estas situaciones también fueron constatadas por la Contraloría General de la             

República:  

Se identifica un uso arbitrario de las atribuciones que la ley le otorga a los organismos           
competentes en la materia en la forma de requerimientos y demoras de trámites no              
contemplados en la norma para acceder a la formalización de la condición de refugiado,       
evaluación improcedente de la necesidad de protección por parte del funcionario que efectúa 
la atención inicial en las oficinas migratorias, solicitar instrucciones por parte de las                   
autoridades migratorias regionales al nivel central respecto si proceder o no con la                     
formalización, condicionando el acceso. 

Contraloría General de la República, Informe de la Investigación Especial N° 828, 2020

Dichas situaciones de arbitrariedad también han sido identificadas en el trabajo diario de 

acompañamiento de la Fundación SJM. Siendo los más comunes la negación de entrada al 

proceso de solicitud por parte de  funcionarios, como también largos períodos de demora 

de la respuesta a la solicitud.

A esto se suman las expulsiones colectivas y mediatizadas realizadas durante 2021, donde 

se deportó por vía administrativa a 150 personas venezolanas, en su mayoría por ingreso 

clandestino y se les devolvió a un país donde las mismas autoridades chilenas señalan que 

existen graves mermas en su sistema democrático.
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Información procesada por SJM, a partir de información solicitada por Ley de Transparencia a la Policía de Investigaciones (PDI).



Los desafíos de implementación del marco normativo adoptado por el Estado chileno se 

dan en un contexto propicio para su perfeccionamiento institucional, gracias a nuevos 

elementos emergentes en la coyuntura actual. En primer lugar, la entrada en vigencia de la 

nueva Ley de Migraciones (21.325) trae consigo el desarrollo de una nueva                                  

institucionalidad: el Servicio Nacional de Migraciones, reemplazando al antiguo                       

Departamento de Extranjería y Migración (DEM), cuya función es llevar a cabo la política 

nacional de migración y extranjería , planificar y diseñar acciones, planes y programas  

necesarios para su ejecución, autorizar y gestionar las autorizaciones y renovaciones de 

permisos de residencias. En segundo lugar, la creación de una nueva Política Nacional de 

Migraciones que abre una ventana de oportunidad relevante para integrar nuevas              

perspectivas a la gestión migratoria a través de un proceso participativo que considere no 

sólo actores gubernamentales, sino que también a organizaciones migrantes y pro                

migrantes. Además, de la promulgación de este documento van a surgir los elementos para 
la aplicación de la protección complementaria como mecanismo de para garantizar el        

cumplimiento del         principio de no devolución en el país. Por último, la asunción por parte 

del Estado chileno de la presidencia pro tempore del proceso de Quito (que busca de 

manera coordinada entre Estados abordar la crisis que viven refugiados y migrantes              

venezolanos) abre otra oportunidad importante para generar propuestas ambiciosas que 

integren una perspectiva basada en un enfoque de derechos, permitiéndole generar             

instancias de coordinación multilateral con países de la región en contextos especializados 

en materia de protección internacional. 
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1.- ¿Qué rol debería tener la institucionalidad, teniendo en cuenta la nueva Ley de          
Migración y Extranjería?

La actual Ley de Migración y Extranjería (21.325) avanza en temas como el reconocimiento 

de normas del derecho internacional en materia migratoria y en implementar principios 

orientadores sobre derechos y deberes de los migrantes; en materias de protección              

internacional, complementa con lineamientos como el ingreso condicionado, la protección 

complementaria y visas humanitarias.

No obstante, presenta al menos un desafío que es necesario visibilizar: vacíos del debido 

proceso en cuanto al el riesgo que podría seguir existiendo (heredado de la Ley  anterior) 

para la discrecionalidad de la autoridad migratoria en decisiones que pueden ser sensibles 

en materias de derechos humanos y protección internacional, por lo que se propone lo 

siguiente:

A.- Perfeccionamiento de mecanismos orientados a regular el uso arbitrario de las                    

facultades discrecionales de la autoridad administrativa de aquellos funcionarios                   

responsables de los diferentes mecanismos de protección internacional, abarcando a        

quienes tengan a su cargo la recepción y el procesamiento de solicitudes de refugio (Ley 

20.430), como también de visas humanitarias y la protección complementaria, definidas en 

la Ley 21.325, con el objeto de prevenir el uso arbitrario de las atribuciones discrecionales 

de la administración y eliminar las trabas ilegales en el acceso a procedimiento. Para ello, 

es necesario que las recomendaciones entregadas a Chile a partir de las evaluaciones del 

Control de Calidad de los Sistemas de Asilo (QAI) del Plan de Acción de Brasil (ACNUR, 2017) 

sean reconocidas y vinculantes por parte del Estado.

B.- En el marco de la redacción de la nueva Política Nacional de Migraciones, es importante 

generar lineamientos claros y efectivos que, además de identificar las causales para otorgar 

la protección complementaria, defina de forma clara la relación entre el reconocimiento de 

la condición de refugiado y la protección complementaria, de tal manera que la última no 

reemplace a la primera, sino que le permita al Estado abordar situaciones de alta                  

complejidad que no se pueden canalizar a través de la institución de refugio. 
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V.- PROPUESTAS

A partir del contexto ya esbozado sobre los mecanismos de protección, se presentan           

propuestas estructuradas en torno a las cuatro preguntas planteadas en la sección de        

metodología, las que son complementadas con los análisis jurídicos comparados, además 

de legislación nacional que afecta la propuesta. 



C.- En este punto es importante además asegurar que las diferentes partes (funcionarios, 

como también solicitantes) estén efectivamente informados sobre los procedimientos que 

mandata la Ley, y con ello disminuir las brechas de asimetrías de información. Para ello se 

propone avanzar en la garantía de acceso a asesoría y representación legal gratuita en 

todas las instancias del proceso a las personas solicitantes de asilo o protección                         

internacional, ya que su desarrollo permite a éstas la orientación necesaria para abordar 

esta compleja etapa. En este sentido es importante destacar lo indicado por la Resolución 

D.G.N N° 1.055/11 del Estado Argentino, la cual crea un programa específico de                         

asesoramiento y representación legal a toda persona que solicite el reconocimiento de la 

condición de refugiado, estableciendo lineamientos para garantizar el acceso a asistencia 

letrada. Por su parte, es igualmente importante la realización de capacitaciones sobre los 

procedimientos que mandata la Ley, como también sesiones de sensibilización a                    

funcionarios clave en la materia de refugio, asilo y/o protección internacional.

D.-  Garantizar un uso responsable y garante de derechos del Registro Nacional de                  

Extranjeros, presente en la nueva Ley de Migración y Extranjería (21.325), con el fin de          

empadronar y entregar herramientas de identificación con enfoque de derechos humanos 

a las personas que arriban a Chile con sus diferentes perfiles, dentro de los que puede 

encontrarse personas solicitantes de asilo o que requieren ser protegidas por vías               

complementarias, víctimas de trata o tráfico ilícito, NNA (acompañados, no acompañados y 

separados) quienes requieren reunificación familiar, como también conocer los                      

antecedentes penales de quienes ingresan. De esta forma se estaría parametrizando la 

información recabada con el fin de conocer sus necesidades orientando el desarrollo y        

evaluación de políticas públicas, programas y otras iniciativas en la materia para garantizar 

sus derechos humanos fundamentales. Igualmente es importante tomar precauciones 
para que esto no implique un riesgo para los empadronados frente a malas prácticas             

estatales en materia de discriminación, persecución o violencia policial. En términos              

técnicos, este Registro Nacional de Extranjeros debe cumplir con los más altos estándares 

de ciberseguridad: como mínimo debe respetar la Ley 19.628 en materia de protección de 

datos personales y garantizar el cumplimiento de los estándares ISO 29.100, el que entrega 

un marco de alto nivel de protección de información personal (IIP), así como la ISO 27.701 

para la protección, mantenibilidad, y creación de nuevos sistemas de gestión de protección 

de datos. Así mismo, este registro no debe ser una herramienta que ponga en riesgo los 

derechos digitales, o el derecho a la protección del honor, vida privada, intimidad, propia 

imagen, confidencialidad y reputación de sus miembros.
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C.- En este punto es importante además asegurar que las diferentes partes (funcionarios, 

como también solicitantes) estén efectivamente informados sobre los procedimientos que 

mandata la Ley, y con ello disminuir las brechas de asimetrías de información. Para ello se 

propone avanzar en la garantía de acceso a asesoría y representación legal gratuita en 

todas las instancias del proceso a las personas solicitantes de asilo o protección                         

internacional, ya que su desarrollo permite a éstas la orientación necesaria para abordar 

esta compleja etapa. En este sentido es importante destacar lo indicado por la Resolución 

D.G.N N° 1.055/11 del Estado Argentino, la cual crea un programa específico de                         

asesoramiento y representación legal a toda persona que solicite el reconocimiento de la 

condición de refugiado, estableciendo lineamientos para garantizar el acceso a asistencia 

letrada. Por su parte, es igualmente importante la realización de capacitaciones sobre los 

procedimientos que mandata la Ley, como también sesiones de sensibilización a                    

funcionarios clave en la materia de refugio, asilo y/o protección internacional.

D.-  Garantizar un uso responsable y garante de derechos del Registro Nacional de                  

Extranjeros, presente en la nueva Ley de Migración y Extranjería (21.325), con el fin de          

empadronar y entregar herramientas de identificación con enfoque de derechos humanos 

a las personas que arriban a Chile con sus diferentes perfiles, dentro de los que puede 

encontrarse personas solicitantes de asilo o que requieren ser protegidas por vías               

complementarias, víctimas de trata o tráfico ilícito, NNA (acompañados, no acompañados y 

separados) quienes requieren reunificación familiar, como también conocer los                      

antecedentes penales de quienes ingresan. De esta forma se estaría parametrizando la 

información recabada con el fin de conocer sus necesidades orientando el desarrollo y        

evaluación de políticas públicas, programas y otras iniciativas en la materia para garantizar 

sus derechos humanos fundamentales. Igualmente es importante tomar precauciones 

para que esto no implique un riesgo para los empadronados frente a malas prácticas             

estatales en materia de discriminación, persecución o violencia policial. En términos              

técnicos, este Registro Nacional de Extranjeros debe cumplir con los más altos estándares 

de ciberseguridad: como mínimo debe respetar la Ley 19.628 en materia de protección de 

datos personales y garantizar el cumplimiento de los estándares ISO 29.100, el que entrega 

un marco de alto nivel de protección de información personal (IIP), así como la ISO 27.701 

para la protección, mantenibilidad, y creación de nuevos sistemas de gestión de protección 

de datos. Así mismo, este registro no debe ser una herramienta que ponga en riesgo los 

derechos digitales, o el derecho a la protección del honor, vida privada, intimidad, propia 

imagen, confidencialidad y reputación de sus miembros.

E.- Fortalecer las instituciones públicas cuyo objeto sea la promoción y protección de los            

derechos humanos y el desarrollo social de personas migrantes y refugiadas a través de un 

adecuado financiamiento. Otorgar un adecuado financiamiento para mejorar la gestión de 

los flujos y políticas migratorias debe ser visto como una inversión pública, no como un 

gasto para el país. Como antecedente tenemos el impacto positivo que han tenido las y los 

extranjeros residentes en las arcas fiscales por concepto de impuestos, como también de 

trámites de extranjería (Maire y Tessada, 2019; SJM, 2020b, p. 32; SJM, 2022, p. 43). Para ello, 

es importante continuar con la contratación de nuevos funcionarios y analistas para elevar 

las tasas de procesamiento de solicitudes, tanto de regularización (universo en el que con 

la Ley 21.325 entrarán visas humanitarias y protección complementaria), como de la               

determinación de la condición de refugiado.

F.- Crear una red de servicios de emergencia y referencia para personas en contexto de                 

movilidad por razones humanitarias o que han migrado en situaciones precarias. Es               

importante que dicha red de servicios cuente con alojamientos de emergencia (albergues), 

atención de necesidades básicas, que permita vincular a las personas con redes de atención 

en salud, generación sistemática de catastros para conocer sus principales necesidades, 

como también entregar información fidedigna para guiarlos en el camino hacia la                     

regularización migratoria. Aquí es importante destacar que Chile, y otros países de la 

región, han participado en instancias de coordinación multilateral que pueden ser                   

replicadas internamente, siendo un ejemplo de esto la puesta en marcha de la plataforma 

R4V que permite coordinar servicios para migrantes y refugiados de Venezuela. 

G.- Evaluación individual y debido proceso en expulsiones administrativas. Para cumplir 

con principios de no devolución, no penalización por ingreso irregular y de no expulsión al 

país de residencia donde la vida e integridad corra peligro, se propone que las expulsiones 
de personas que han ingresado de manera irregular sigan en la práctica y de manera            

efectiva el debido proceso, con análisis individual de cada caso, revisión de antecedentes y                   

sopesando la realidad con la que se encontrará la persona en el país al que será deportado. 

Lo anterior, en concordancia con lo dispuesto en el dictamen de la Contraloría General de 

la República N°E 22.343 del año 2020, y con la regulación contenida en la Ley 19.880 sobre 

bases de los procedimientos administrativos, según lo dispone el artículo 25 de la                    

Ley 20.430.

1.- ¿Qué rol debería tener la institucionalidad, teniendo en cuenta la nueva Ley de          
Migración y Extranjería?

La actual Ley de Migración y Extranjería (21.325) avanza en temas como el reconocimiento 

de normas del derecho internacional en materia migratoria y en implementar principios 

orientadores sobre derechos y deberes de los migrantes; en materias de protección              

internacional, complementa con lineamientos como el ingreso condicionado, la protección 

complementaria y visas humanitarias.

No obstante, presenta al menos un desafío que es necesario visibilizar: vacíos del debido 

proceso en cuanto al el riesgo que podría seguir existiendo (heredado de la Ley  anterior) 

para la discrecionalidad de la autoridad migratoria en decisiones que pueden ser sensibles 

en materias de derechos humanos y protección internacional, por lo que se propone lo 

siguiente:

A.- Perfeccionamiento de mecanismos orientados a regular el uso arbitrario de las                    

facultades discrecionales de la autoridad administrativa de aquellos funcionarios                   

responsables de los diferentes mecanismos de protección internacional, abarcando a        

quienes tengan a su cargo la recepción y el procesamiento de solicitudes de refugio (Ley 

20.430), como también de visas humanitarias y la protección complementaria, definidas en 

la Ley 21.325, con el objeto de prevenir el uso arbitrario de las atribuciones discrecionales 

de la administración y eliminar las trabas ilegales en el acceso a procedimiento. Para ello, 

es necesario que las recomendaciones entregadas a Chile a partir de las evaluaciones del 

Control de Calidad de los Sistemas de Asilo (QAI) del Plan de Acción de Brasil (ACNUR, 2017) 

sean reconocidas y vinculantes por parte del Estado.

B.- En el marco de la redacción de la nueva Política Nacional de Migraciones, es importante 

generar lineamientos claros y efectivos que, además de identificar las causales para otorgar 

la protección complementaria, defina de forma clara la relación entre el reconocimiento de 

la condición de refugiado y la protección complementaria, de tal manera que la última no 

reemplace a la primera, sino que le permita al Estado abordar situaciones de alta                  

complejidad que no se pueden canalizar a través de la institución de refugio. 
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H.- En el Artículo 6 de la Ley 21.325, se expone que el Estado, a través de la Política Nacional 

de Migración y Extranjería, propenderá a la inclusión de los extranjeros dentro de la                

sociedad chilena en sus diversas expresiones culturales, fomentando la interculturalidad, 

con el objeto de promover su incorporación y participación armónica en la realidad social, 

cultural, política y económica del país (Ley 21.325, artículo 6). Para ello se proponen bajadas 

centradas en el sistema escolar, como también para la población local a nivel general.

- En cuanto a lo primero, se postula posicionar una educación intercultural cuestionadora 

de relaciones de poder entre seres humanos, con criterios de género, color de piel,                         

nacionalidad, entre otros. Así, es esencial posicionar a todas las personas que habitan en 

Chile como sujetos legítimos de derecho, independiente del país de nacimiento,            

buscando separar la mimetización histórica que ha existido entre ciudadanía y                   

nacionalidad. En este punto la formación ciudadana es clave para abordar el desafío de 

incorporar en sus objetivos de aprendizaje las movilidades humanas y la diversidad 

cultural, con el fin de  contribuir a una adecuada comprensión de esta realidad desde el 

sistema escolar (Riedemann, et al., 2021). Adicionalmente, es importante apuntar a una 

formación ciudadana y cívica que cuestione las inequidades que posicionan a unos seres 

humanos sobre otros, y que llevan a manifestaciones como los desplazamientos               

forzados desde países más desfavorecidos en la división internacional de las riquezas a 

otros más estables social, económica y políticamente. Además, se requiere intencionar 

espacios de encuentro horizontales donde se promueva una comunicación respetuosa e 

intercultural. La migración internacional es una oportunidad en este sentido para abrir 

la lógica de ciudadanía, entendiendo el contexto de globalización en el que nos                   

encontramos.

- Por otro lado, para la población en general se proponen procesos de sensibilización               

generalizados, con medidas que vayan desde sancionar de manera efectiva estereotipos 

que puedan propagarse en medios de comunicación masiva, hasta la capacitación y             

sensibilización periódica de funcionarios/as que son parte de espacios clave para la                 

inclusión de población migrante y refugiada. Dirigir en un primer momento a policías y        

funcionarios de tribunales y cortes, así como a trabajadores/as del Servicio Nacional de 

Migraciones. Luego, es esencial continuar con funcionarios del área de salud, educación 

y a empleadores en espacios laborales. A estos últimos también es necesario instruirlos 

en el proceso de acceso de personas migrantes a derechos como salud, educación y      

también al trabajo.
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Basándose en la Recomendación de Política General N°15 relativa a la lucha contra el discurso de odio de la Comisión Europea contra el 
Racismo y la Intolerancia (ECRI). Ahí se generan recomendaciones desde la producción de conocimiento preciso sobre discursos de odio, 
causas y efectos, hasta normar responsabilidades y sanciones legales, administrativas y penales para personas y organizaciones.



H.- En el Artículo 6 de la Ley 21.325, se expone que el Estado, a través de la Política Nacional 

de Migración y Extranjería, propenderá a la inclusión de los extranjeros dentro de la                

sociedad chilena en sus diversas expresiones culturales, fomentando la interculturalidad, 

con el objeto de promover su incorporación y participación armónica en la realidad social, 

cultural, política y económica del país (Ley 21.325, artículo 6). Para ello se proponen bajadas 

centradas en el sistema escolar, como también para la población local a nivel general.

- En cuanto a lo primero, se postula posicionar una educación intercultural cuestionadora 

de relaciones de poder entre seres humanos, con criterios de género, color de piel,                         

nacionalidad, entre otros. Así, es esencial posicionar a todas las personas que habitan en 

Chile como sujetos legítimos de derecho, independiente del país de nacimiento,            

buscando separar la mimetización histórica que ha existido entre ciudadanía y                   

nacionalidad. En este punto la formación ciudadana es clave para abordar el desafío de 

incorporar en sus objetivos de aprendizaje las movilidades humanas y la diversidad 

cultural, con el fin de  contribuir a una adecuada comprensión de esta realidad desde el 

sistema escolar (Riedemann, et al., 2021). Adicionalmente, es importante apuntar a una 

formación ciudadana y cívica que cuestione las inequidades que posicionan a unos seres 

humanos sobre otros, y que llevan a manifestaciones como los desplazamientos               

forzados desde países más desfavorecidos en la división internacional de las riquezas a 

otros más estables social, económica y políticamente. Además, se requiere intencionar 

espacios de encuentro horizontales donde se promueva una comunicación respetuosa e 

intercultural. La migración internacional es una oportunidad en este sentido para abrir 

la lógica de ciudadanía, entendiendo el contexto de globalización en el que nos                   

encontramos.

- Por otro lado, para la población en general se proponen procesos de sensibilización               

generalizados, con medidas que vayan desde sancionar de manera efectiva estereotipos 

que puedan propagarse en medios de comunicación masiva, hasta la capacitación y             

sensibilización periódica de funcionarios/as que son parte de espacios clave para la                 

inclusión de población migrante y refugiada. Dirigir en un primer momento a policías y        

funcionarios de tribunales y cortes, así como a trabajadores/as del Servicio Nacional de 

Migraciones. Luego, es esencial continuar con funcionarios del área de salud, educación 

y a empleadores en espacios laborales. A estos últimos también es necesario instruirlos 

en el proceso de acceso de personas migrantes a derechos como salud, educación y      

también al trabajo.

I.- Finalmente, uno de los problemas estructurales detectados es la tensión existente entre 

las garantías consagradas a nivel legal y el procesamiento efectivo de las solicitudes de                

reconocimiento de la condición de refugiado/a y la protección complementaria                        

presentadas por personas migrantes ante la autoridad administrativa. Tal como lo ha            

señalado la Contraloría General de la República a través de su informe y diversos                    

dictámenes, es preciso que los procedimientos a cargo de autoridades administrativas 

respeten las reglas del debido proceso administrativo de manera efectiva. Por este motivo, 

uno de los primeros diagnósticos es generar una institucionalidad que disponga de frenos 

y contrapesos para velar por la coherencia entre las normas planteadas por la legislación y 

el  funcionamiento de los órganos del Estado en materia migratoria. Estos mecanismos 

pueden canalizarse a través de distintas vías:

- Una primera alternativa consiste en fortalecer los mecanismos de disciplina y control 

funcionarial, manteniendo la tramitación completa del proceso dentro de los órganos de 

la administración.

-  Una segunda alternativa, que a juicio de los autores permitiría un mejor equilibrio de 

funciones, es la creación de tribunales de instancia especializados orientados a brindar 

una tutela judicial o cuasi judicial para controlar la discrecionalidad de la                               

administración, evitando así eventuales conductas arbitrarias por parte de la autoridad 

sectorial. En este sentido, corresponde destacar el caso del Tribunal Administrativo 

Migratorio de Costa Rica, órgano cuasi judicial que provee una revisión de segunda 
instancia vía apelación de las resoluciones de la autoridad administrativa, tanto en         

materia de migración, como en la determinación de la condición de refugiado de una 

persona solicitante de tal estatus.
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2.- ¿Qué rol debería tener el Estado de Chile para promover la coordinación                        
internacional?

En una era de globalización y con movilidades humanas cada vez más dinámicas, las               

maneras de abordar los desplazamientos forzados difícilmente pueden limitarse a lógicas 

únicamente centradas en la seguridad nacional. En este sentido, es importante resaltar los 

diferentes mecanismos multilaterales, como el Proceso de Quito y el Pacto por una                  

Migración Segura Ordenada y Regular, como ventanas de oportunidad para fomentar la 

colaboración entre Estados en coordinar la protección de los derechos fundamentales de 

las personas en situación de movilidad. Por otra parte, la ratificación y suscripción de 

instrumentos universales funcionan como un contrapeso importante para la autoridad de 

los Estados nacionales, generando estándares mínimos para la interpretación y protección 

de garantías para personas en situación de movilidad, siendo un ejemplo de ello los                

esfuerzos que ha realizado Uruguay en implementar todos los instrumentos universales y 

regionales. Para ello se postulan las siguientes propuestas:

A.- Chile puede ser vanguardia en promover el intercambio de información sobre flujos 

migratorios entre países latinoamericanos. generando iniciativas entre países la                         

generación de conocimiento sobre las rutas de “movimientos mixtos”, como también se 

puede avanzar en la creación y difusión de canales oficiales de información sobre                     

necesidades reales del mercado laboral de cada país y sus regímenes de visas con miras a 

transparentar la situación de cada territorio receptor y condiciones reales de vida que 

encontrará quien migra con el fin de controlar posibles proyectos migratorios futuros. Todo 

ello sin vulnerar el principio de confidencialidad que asiste a todas las personas con                

necesidades de protección internacional, lo que conlleva, que toda la información que se 

comparta deba ser de carácter confidencial y no puede ser vinculada a un caso individual.
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Movimiento Mixto se define como “Movimiento en el que varias personas viajan juntas, por lo general en forma irregular, utilizando las 
mismas rutas y medios de transporte, pero por razones diferentes. Las personas que viajan como parte de movimientos mixtos tienen 
diferentes necesidades y perfiles y pueden incluir a solicitantes de asilo, refugiados, personas objeto de trata, menores no acompañados 
o separados y migrantes en situación irregular”  ACNUR, Glosario, en El Plan de los 10 Puntos en Acción: La protección de los refugiados 
y la migración mixta, Actualización de 2016, Ginebra, 2016.



2.- ¿Qué rol debería tener el Estado de Chile para promover la coordinación                        
internacional?

En una era de globalización y con movilidades humanas cada vez más dinámicas, las               

maneras de abordar los desplazamientos forzados difícilmente pueden limitarse a lógicas 

únicamente centradas en la seguridad nacional. En este sentido, es importante resaltar los 

diferentes mecanismos multilaterales, como el Proceso de Quito y el Pacto por una                  

Migración Segura Ordenada y Regular, como ventanas de oportunidad para fomentar la 

colaboración entre Estados en coordinar la protección de los derechos fundamentales de 

las personas en situación de movilidad. Por otra parte, la ratificación y suscripción de 

instrumentos universales funcionan como un contrapeso importante para la autoridad de 

los Estados nacionales, generando estándares mínimos para la interpretación y protección 

de garantías para personas en situación de movilidad, siendo un ejemplo de ello los                

esfuerzos que ha realizado Uruguay en implementar todos los instrumentos universales y 

regionales. Para ello se postulan las siguientes propuestas:

A.- Chile puede ser vanguardia en promover el intercambio de información sobre flujos 

migratorios entre países latinoamericanos. generando iniciativas entre países la                         

generación de conocimiento sobre las rutas de “movimientos mixtos”, como también se 

puede avanzar en la creación y difusión de canales oficiales de información sobre                     

necesidades reales del mercado laboral de cada país y sus regímenes de visas con miras a 

transparentar la situación de cada territorio receptor y condiciones reales de vida que 

encontrará quien migra con el fin de controlar posibles proyectos migratorios futuros. Todo 

ello sin vulnerar el principio de confidencialidad que asiste a todas las personas con                

necesidades de protección internacional, lo que conlleva, que toda la información que se 

comparta deba ser de carácter confidencial y no puede ser vinculada a un caso individual.

B.- Impulsar desde el Gobierno de Chile una coordinación con otros Estados  para reconocer 

las categorías de refugio, asilo, protecciones y visas humanitarias que sean otorgadas 

desde los diferentes Estados de tal manera que se cree un marco de diálogo entre los          

sistemas de protección que operan dentro de la región; a modo de ejemplo, la ley argentina 

permite reubicar en el territorio nacional a una persona que se le haya reconocido la          

condición de refugiada en otro país, mediante un trámite realizable en cualquier delegación 

diplomática argentina, por lo que ya hay antecedentes regionales de un sistema así. Con 

ello se puede dar paso a una red interestatal que coordine, entre los Estados de la región, 

información sobre necesidades de los mercados locales en cada país, con miras a orientar, 

impulsar y facilitar el reasentamiento de personas en contexto de movilidad vulnerable en 

territorios con oportunidades de inserción. Lo anterior puede conducir a la disminución de 

la concentración de residencia en un mismo territorio, dando posibilidad también para el          

reasentamiento dentro del mismo país, pero en otras zonas, como también en otros países 

de la región, e incluso conectando con necesidades de países de otros continentes.                

Proponemos que el requisito para participar de estas iniciativas de reasentamiento seguro 

y con oportunidades sea haber recibido una categoría que los vise como sujeto de                 

protección internacional (protección complementaria, visa humanitaria, asilo o refugio). 

C.- Promover cooperación entre países de la región para combatir los riesgos asociados a 

las movilidades precarizadas, como son el tráfico ilícito y la trata de personas. Para esto, 

según evidencia internacional, es imperante guiarse por un enfoque multidimensional y de 

interoperabilidad, junto con la coordinación y apoyo entre Estados (Pandit y Basu, 2019; 

Sánchez y Juárez, 2019). En cuanto a la interoperabilidad, es imperante dentro de las              

administraciones nacionales la participación de diferentes organismos públicos y no               

solamente los que velan por la seguridad interna (abordando de raíz las causales                    

multidimensionales que existen detrás de estos mercados ilícitos). Por otro lado, es                

importante la cooperación entre Estados de Latinoamérica, con inversión en investigación 

y elaboración de políticas públicas, lo que podría hacerse de manera colaborativa entre 

centros de estudio y de pensamiento del continente, siempre resguardando el principio de 

confidencialidad de las personas que requieren protección internacional.
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 3.- ¿De qué manera debe prepararse Chile para los desplazamientos internacionales 
e internos productos del cambio climático?

En los últimos años ha estado muy presente en la agenda mundial los desastres naturales, 

la degradación medioambiental y el cambio climático. Con esto también comienzan cada 

día a estar más visibles y preocupantes las movilidades humanas en dicho contexto (OIM, 

2020), por lo que se hace menester que los diferentes países, entre ellos Chile, estén             

preparados para abordar esta situación, por ello se propone:

A.- Considerar la posibilidad de ingresar al proceso de solicitud de la determinación de la 

condición de refugiado a desplazados por crisis medioambiental, desastres naturales o 

desastres medioambientales de orígen humano. Las personas que buscan protección  

internacional en el contexto de desplazamiento forzado producto de los efectos adversos 

de la crisis climática o desastres naturales, tienen un argumento válido para que se les  

reconozca la condición de refugiado, particularmente bajo el artículo 1A la de la Convención 

de 1951 o la Conclusión III de la Declaración de Cartagena de 1984 (ACNUR, 2020). Asimismo, 

estos desplazados forzados podrían presentar suficiente evidencia para una protección 

internacional bajo el derecho humanitario internacional general, por ejemplo, las                  

obligaciones de no-devolución y el derecho a la vida.

B.- Crear una visa humanitaria que permita brindar protección a personas desplazadas por 

desastres naturales, degradación ambiental, ya sean éstas producto de la crisis climática o 

la acción humana,la que hoy no existe en el Decreto 177 que establece las subcategorías 

migratorias de residencia temporal que derivan de la Ley 21.325. Es relevante y con miras a 

futuro, regular la permanencia de personas que se desplazan por estas razones que cada 

día son más visibles, y lamentablemente seguirán aumentando. Claramente, al igual que 

con las situaciones de protección internacional a nivel general, en este punto también se 

requiere de coordinación entre los diferentes Estados. En el marco de la Declaración y Plan 

de Acción de Brasil de 2014 se entregan algunas recomendaciones en la materia, entre ellas 

destaca la existencia de ciertas estrategias que permitirían a los Estados cumplir con más 
facilidad su ley migratoria frente a estas situaciones. Para ello existe ya una Guía de la           

Conferencia Regional sobre Migraciones (2017), en la que se aclara asimismo el alcance de 

las “circunstancias humanitarias” en los contextos de desastre y cambio climático, además 

de entregar lineamientos estratégicos para abordar este desafío de movilidad humana de 

cara a la crisis climática.
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En los países examinados dentro de la región han materializado diferentes iniciativas para 

la protección (en diferentes grados) de estos extranjeros dentro de sus legislaciones. Así, 

por ejemplo, el inciso H del art. 24 del decreto 616-2010 se establece que la Dirección           

Nacional de Migraciones de Argentina podrá dictar disposiciones de carácter general que 

permitan a extranjeros ser admitidos como residentes transitorios especiales, incluyendo a 

aquellas personas que, a pesar de no requerir protección internacional, transitoriamente 

no pueden retornar a sus países de origen en razón de las condiciones humanitarias          

prevalecientes o debido a las consecuencias generadas por desastres naturales o                 

ambientales ocasionados por el hombre.

Así mismo, en la legislación migratoria peruana (Decreto Legislativo 1.350), el Artículo 29 N° 

2, inciso K se establece la residencia Humanitaria. 

Para el extranjero que encontrándose en territorio nacional y sin reunir los requisitos para 

acceder a la condición de asilado o refugiado, se encuentre en situación de gran                        

vulnerabilidad o peligro de vida en caso de abandono del territorio peruano o para quien 

requiere protección en atención a una grave amenaza o acto de violación o afectación de 

sus derechos fundamentales y será aplicable para los solicitantes de refugio y asilo o para 

quienes hayan migrado por motivos de desastres naturales y medioambientales.

 El plazo de permanencia es de 183 días, pudiendo mantenerse en tanto persistan las            

condiciones de vulnerabilidad por las que se otorgó la calidad migratoria.

C.- Hoy en día, Chile se encuentra dentro de países potencialmente vulnerables al cambio 

climático: cuenta con zonas costeras de altura baja; es propenso a los desastres naturales; 

contiene zonas propensas a la sequía y desertificación, entre otros riesgos potenciales. Se 

pueden dar así peligros para la población que van desde problemas de salud hasta la             

necesidad de migrar internamente o hacia otro país (Ministerio del Medio Ambiente de 

Chile, 2015). Por esta razón, mitigar las causas que puedan llevar a estos fenómenos es 

importante con miras a futuro.
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   4. ¿Cómo se puede articular la sociedad civil y el Estado?

Para la elaboración de medidas contextuales es importante la participación ciudadana, 

puesto que, si bien puede alargar los procesos en la toma de decisión, los resultados serán 

de mayor atingencia y más validados por parte de la comunidad. De manera concreta se 

propone:

A.- Incluir mecanismos de participación en la política pública que incorporen la garantía 

sobre la participación de las personas en sus políticas, planes, programas y acciones (art. 69 

de la Ley 18.575), lo cual se vio también desarrollado en la Ley 20.500 de participación             

ciudadana, además de cautelar el cumplimiento de lo encomendado por la Ley 20.285 sobre 

acceso a la información pública. Además,  crear instancias de participación efectiva y             

vinculante de la ciudadanía en general, como de comunidades migrantes organizadas en 

específico en el Consejo de Política Migratoria y con ello en la elaboración de la Política 

Nacional de Migraciones,  junto a fortalecer el rol de los Consejos de la Sociedad Civil e            

integrar a autoridades locales, actores del sector privado y organizaciones de la sociedad 

civil que están presentes en territorios críticos donde se insertan personas migrantes y en 

búsqueda de protección internacional.

B.- Reconocer el rol participativo de la ciudadanía organizada y actores del sector privado 

en la protección de personas en situación de movilidad vulnerable, a través de la                     

elaboración de programas que incentiven la existencia de una red cuyo eje central sean 

individuos y organizaciones que buscan financiar la llegada y manutención, orientar en el 

acceso a derechos y conectar con redes de empleabilidad a personas refugiadas y                  

desplazados forzados que necesiten protección internacional. Puede abordarse ello tanto 

desde personas naturales que quieran participar como “tutores” o “patrocinantes” como 

también empresas que, por medio de responsabilidad social empresarial se hagan parte de 

la  solución en el abordaje de los flujos de personas que arriban al país por desplazamiento 

forzado. Estas trabajarían como entidades de la sociedad civil en colaboración con el 

Estado, apoyando así los programas que se implementen en la materia. Ello guiándose por 

el Programa de Patrocinio Privado de Refugiados en Canadá, y por las instrucciones que 

emanan de la Ley 25.871 de Migraciones de la República de Argentina, donde, gracias a 

grupos de presión provenientes de la sociedad civil, se reemplazó la anterior obligación de 

denunciar a los inmigrantes en situación irregular por la actual asistencia y orientación 

para regularizar la situación migratoria de estos (Brumat y Amancay, 2015)
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VII.- ANEXOS

Tabla 1: Instrumentos internacionales y regionales ratificados por los países examinados
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CHILE PERÚCOLOMBIA URUGUAY ARGENTINA

Convención Internacional sobre la Eliminación 
de todas las Formas de Discriminación Racial 
(ICERD), 1965

Pacto Internacional de Derechos Civiles y 
Políticos (ICCPR), 16 de diciembre de 1966

Pacto Internacional de Derechos Económicos, 
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Convención sobre la Eliminación de todas las 
Formas de Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW), 1979
Convención contra la Tortura y Otros Tratos o 
Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes 
(CAT), 1984

Convención sobre los Derechos del Niño 
(CRC), 1989

Convención Internacional sobre la Protección 
de los Derechos de todos los Trabajadores 
Migratorios y de sus Familiares (ICMW), 1990

Convención Internacional para la Protección 
de todas las Personas contra las                       
Desapariciones Forzadas (CPED), 2006
Convención sobre los Derechos de las            
Personas con Discapacidad (CRPD), 2006

Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados, 1951

Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados, 1967

Convención sobre el Estatuto de los 
Apátridas, 1954

Convención para Reducir los Casos 
de Apatridia, 1961

Protocolo Contra el Tráfico Ilícito de Migrantes 
por Tierra, Mar y Aire, 2000

Protocolo para Prevenir, Reprimir y Sancionar 
la Trata de Personas, especialmente Mujeres y 
Niños, 2000

Pacto Mundial para la Migración Segura, 
Ordenada y Regular, 2018
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Fuente: Equipo de investigación OMIMH a partir de información entregada por ACNUR y la OIM. En verde: está ratificado; 
en rojo: no está ratificado. En celeste, los instrumentos universales; en naranja, los regionales.
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CHILE PERÚCOLOMBIA URUGUAY ARGENTINA

Pacto Mundial sobre los Refugiados, 2018

Pacto de San José, Convención Americana de 
Derechos Humanos (CADH), 1969

Protocolo Adicional a la Convención Americana 
de Derechos Humanos en materia de Derechos 
Económicos, Sociales y Culturales, 1998

Jurisdicción de la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos

Declaración de Cartagena sobre Refugiados, 
1984

Convención Interamericana para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra la 
Mujer "Convención do Belém do Pará"

Convención Interamericana sobre la                  
Protección de los Derechos Humanos                           
de las Personas Mayores (A-70), 2015

Convención Interamericana sobre el 
Tráfico Internacional de Menores, de 1994

Convención sobre Asilo Diplomático, 1954

Convención sobre Asilo Territorial, 1954

Convención Interamericana contra el 
Racismo, la Discriminación Racial y Formas 
Conexas, 2017

Convención Interamericana contra Toda 
Forma de Discriminación e Intolerancia, 2013

Convención Interamericana para Prevenir y 
Sancionar la Tortura, 1985



Fuente: Equipo de investigación OMIMH a partir de revisión de decretos y legislaciones de los diferentes países.
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Tabla 2: Mención explícita en la legislación nacional de causales de protección

CHILE PERÚ COLOMBIA URUGUAY

URUGUAY

ARGENTINA

Definición extensiva del 
refugio

Ley 20.430

No lo tiene No lo tiene No lo tiene
Art. 36 de la                 

Constitución Política 
del Perú 

Art. 36 de 
Constitución Política 

de Colombia

Art. 21 de la Ley 27.891

Art. 29 Decreto 
Legislativo de 
migraciones

Art.  29.2 inciso k 
Decreto Legislativo 

1.350

Art. 17 del decreto 
2.840

Art 16 del 
decreto 2.840

Art. 35 de la Ley 
20.430 

Art. 13 Ley 21.325 

Art. 3°. 26° y 27° de 
la Ley 21.430 y Art. 
10 de la Ley 21.325 

Art. 3, 26 y 27 de la 
Ley 20.430 

Art. 10 de la Ley 
21.325 

Decreto 177 y Ley 
21.325

Art 41 de la Ley 
20.430

Decreto 177 y Ley 
21.325

Decreto 177 y Ley 
21.325

Art 2° de la Ley 
26.165 

art. 2 y 40 de la Ley 
26.165

Art. 12 y 15 de la 
Ley 18.250

Art. 12°; 32° de la 
Ley 18.076 y art. 45 

de la Ley 18.250

Art. 34, 43 y 44 de 
la Ley de 

migración 18.250

Art, 10, 12, 32 y 
Art. 45 y Ley 18.250

Art. 2 Ley 18.076

Art. 2°, 3° y 39° de 
la Ley 26.165

Art. 2, 3, 39 Ley 
26.165 

Art. 23, 29 y 34         
Ley 25.871

Art. 53 Ley 26.165

Art 24 del Decreto 
616/2010

Ley 26.165 Ley 27.891 Ley 2.840 Ley 18.076

Reconocimiento 
constitucional del 
derecho de búsqueda 
de asilo
Carácter declarativo de 
la condición de              
refugiado

No penalización por 
ingreso irregular

Principio de no 
devolución

Principio de no 
rechazo en frontera

Protección             
complementaria

Visas 
humanitarias

Motivos de género

Motivos de desastres 
naturales y 
medioambientales.

Niños, Niñas y 
Adolescentes

Reunificación familiar

6

6

Se excluyen de este análisis Canadá y Estados Unidos, en la medida que sus sistemas jurídicos requieren realizar también un análisis de 
la jurisprudencia respecto a los derechos que se examinan.

7 Al momento de redacción de este documento, se encuentra vigente la Constitución de 1980. Sin embargo, en el borrador de la propuesta 
de nueva Constitución sí se reconoce el derecho de toda persona a “buscar  y recibir asilo y refugio'' (artículo 71). 

8 Si bien hay países que pueden no tener la garantía de no devolución explícita en su legislación interna, todos los Estados estudiados han 
ratificado el Convenio sobre Derecho de refugiados de 1951 y su protocolo respectivo de 1967, por lo que indirectamente también es 
parte de su legislación interna. 

7

8


